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LA VIABILIDAD DEL DECOMISO  
EN LA DELINCUENCIA MEDIOAMBIENTAL 

Y SU INCIDENCIA EN LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE LA UNIÓN EUROPEA 1

Celia Carrasco Pérez

1.	 INTRODUCCIÓN

La necesidad de elaborar instrumentos que posibiliten una política 
criminal eficaz sobre la estrategia «garantizar que el delito no resulte 
provechoso» frente a la criminalidad económica, se ha venido sos-
teniendo por medio de herramientas que faciliten la recuperación de 
bienes. Este menester pone sobre la mesa la necesaria revaluación de 
la naturaleza jurídica de estos instrumentos frente a las nuevas formas 
de delincuencia que han venido floreciendo ante los nuevos mercados 
digitales, sociales, económicos, y por supuesto, medioambientales.

El presente capítulo se centra en el estudio de la institución del de-
comiso frente a las realidades criminales de la delincuencia medioam-
biental. A su vez, sirve como ejemplo del actual entramado normativo 
que reclama una política criminal efectiva y europea acorde con los 
derechos fundamentales garantizados por la Carta Europea de Derechos 
Fundamentales 2.

1  Trabajo realizado en el marco del proyecto de investigación del plan estatal «El Derecho 
Procesal civil y penal desde la perspectiva de la Unión Europea: la consolidación del Espacio 
de Libertad, Seguridad y Justicia (Ref. PID2021‑124027NB‑100)», financiado por MCIN/
AEI/10.13039/501100011033/FEDER, UE.

2  DOCE C 364, de 18 de diciembre de 2000.
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Los riesgos globales a los que nos enfrentamos llevan a que los 
poderes públicos estén reaccionando con acciones legislativas inme-
diatas, precipitadas y, en definitiva, poco reflexivas. Con la inmediata 
consecuencia no solo de su incapacidad por alcanzar un elevado nivel 
de efectividad, sino por incrementar su carácter retributivo. En un per-
manente bascular entre seguridad y libertad, 3 en los primeros meses 
del año 2024 se han acometido importantes reformas legislativas con 
implicaciones sustantivas y procesales. En nuestro caso particular, el 30 
de abril de 2024 vio la luz la Directiva (UE) 2024/1203 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 11 de abril de 2024 relativa a la protección 
del medio ambiente mediante el Derecho penal que se sustituyen las 
Directivas  2008/99/CE y  2009/123/CE 4 que pretende endurecer el 
derecho penal medioambiental europeo y que armoniza la perspectiva 
comunitaria en materia de embargo y decomiso sobre los productos 
derivados del delito medioambiental. A penas una semana después, 
se publicó en el Diario Oficial de la Unión Europea la Directiva 
(UE) 2024/1260 del Parlamento Europeo y del Consejo de 24 de abril 
de 2024 sobre recuperación y decomiso de activos 5 que incluye por vez 
primera en el ámbito de aplicación del instrumento del decomiso a los 
delitos medioambientales.

En este marco ha tenido lugar la actualización de una tradicional 
institución como el decomiso. Esta se ha anudado a la nueva política 
criminal que busca alcanzar mayores niveles de efectividad en el com-
bate de todas aquellas formas delictivas graves y complejas las cuales, 
de forma directa o indirecta, producen ingentes cantidades de recursos 
económicos, o de una forma más particular, pueden afectar a los siste-
mas financieros nacionales, y en esencia al sistema financiero europeo.

La novedad de la reforma en materia de recuperación de bienes 
procedentes del delito viene dada por la importancia que en los últimos 
años se ha dado a la investigación patrimonial en el proceso penal y 
a las consecuencias de carácter patrimonial derivadas del delito. En 
estas, se dota al decomiso de un carácter esencialmente retributivo que 
tiene su fundamento en el populismo punitivo. Un populismo punitivo 
que, paradójicamente reclama, a su vez, la vigencia de los principios 
fundamentales de la tutela judicial efectiva y del debido proceso.

Los cambios llevados a cabo por medio de la Directiva 2014/42/UE 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 3 de abril de 2014 sobre el 
embargo y el decomiso de los instrumentos y del producto del delito en 
la Unión Europea 6, ya introdujeron una ambiciosa y profunda reordena-
ción del decomiso. Su fundamento se encuentra, al igual que ha suce-

3  Rodríguez-García (2020: 22).
4  DOUE L 1203, de 30 de abril de 2024, pp. 1‑28.
5  DOUE L 1260, de 2 de mayo de 2024, pp. 1‑28.
6  DOUE L 42, de 29 de abril de 2014, pp. 1‑36.
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dido con la Directiva (UE) 2024/1260, en el consecuente compromiso 
internacional adquirido en el ámbito de Naciones Unidas, del Consejo 
de Europa y de la Unión Europea de combatir el crimen organizado 
transfronterizo bajo la imprescindible colaboración entre los Estados. 
El camino que se inició por la reforma operada en el año  2014 del 
instrumento del decomiso supuso la admisión del decomiso ampliado 
y del decomiso sin condena 7. Es decir, dio cobertura a un decomiso 
que permitía decomisar más allá de los instrumentos utilizados para 
realizar el delito y más allá de los beneficios obtenidos por el mismo; y 
decomisar aquellos bienes procedentes de un delito cuyo presunto autor 
ha fallecido o ha sido imposible llegar a juzgarlo. En este caso, con la 
nueva normativa el legislador da un paso más allá, pues partiendo del 
fomento de los modelos de decomiso más agresivos para con las garan-
tías y derechos procedimentales como prima facie, introduce una nueva 
modalidad de decomiso referida a la riqueza inexplicable vinculada a 
actividades criminales, en el que se toma como prueba indiciaria el des-
equilibrio entre el patrimonio del investigado y sus ingresos legítimos 
sin que se requiera la condena por ningún delito.

La Directiva (UE)  2024/1260 sobre recuperación y decomiso de 
activos, que pretende buscar una mayor eficacia del decomiso frente a 
los nuevos mercados criminales, se encuadra en una política de deco-
miso total que rompe con los equilibrios de las garantías y derechos de 
un proceso penal que debe su aplicabilidad al título vi de la Carta de 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, y llevando al extremo 
la afectación de las garantías procesales y los derechos fundamentales 
de proporcionalidad del art. 49 de la Carta, y presunción de inocencia 
del art. 48 de la Carta.

Es por ello que, pese a que la Directiva (UE) 2024/1260 disponga 
que esta debe aplicarse de conformidad con los derechos fundamentales 
y principios reconocidos en la Carta de los Derechos Fundamentales de 
la Unión Europea y en el Convenio Europeo de Derechos Humanos, la 
aplicabilidad de la Directiva (UE) 2024/1260, avecina una oleada de 
denegaciones de reconocimiento mutuo en el uso transfronterizo del 
decomiso por violaciones a los derechos fundamentales de la Carta 8 
poniendo en peligro la protección de los derechos fundamentales en los 
Estados miembros de la Unión Europea.

A lo largo del presente capítulo realizaremos un estudio de la fi-
gura del decomiso como instrumento de reconocimiento mutuo, cuya 
aplicabilidad entra en colisión con los derechos fundamentales desde 
una doble perspectiva.

7  Carrillo del Teso (2018: 170).
8  El art. 19.1.h del Reglamento (UE) 2018/1805, contempla como causa de denegación del 

decomiso, la «violación manifiesta de un derecho fundamental aplicable recogido en la Carta, 
en particular el derecho a la tutela judicial efectiva, a un juicio justo y a la defensa».
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Por un lado, la estrategia de una política criminal de preferente 
recurso a la seguridad pone en jaque el principio de reconocimiento 
mutuo en detrimento de la confianza mutua necesaria para la puesta en 
marcha del sistema de cooperación judicial.

La seguridad como leitmotiv ha sido la justificación del desarrollo 
de instrumentos de reconocimiento mutuo que, para dar cobertura 
a los nuevos mercados criminales que, en particular abre la delin-
cuencia medioambiental, son cada vez más restrictivas de derechos 
fundamentales.

Así en los tres apartados que siguen abordaremos en un primer 
momento el decomiso como instrumento al servicio de la cooperación 
judicial penal desde el análisis de la base jurídica que sustenta el ins-
trumento, que es el principio de reconocimiento mutuo. En ese contexto 
los derechos fundamentales materializados en la Carta se presentan 
como un instrumento de integración.

En el apartado 3 se reflexiona sobre cómo las nuevas modalidades 
delictivas han abierto la puerta a un mercado criminal medioambiental 
para cuya prevención y represión, la Unión Europea requiere instru-
mentos eficaces que neutralicen su principal motivación: la ventaja o 
ganancia económica.

Finalmente, el apartado 4 retoma la importancia de articular un sis-
tema de garantías de derechos procesales bajo el respeto al título vi de 
la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea y examina a 
su luz las principales novedades en materia de decomiso que aporta la 
Directiva (UE) 2024/1260 del Parlamento Europeo y del Consejo de 24 
de abril de 2024 sobre recuperación y decomiso de activos.

2.	 EL DECOMISO COMO INSTRUMENTO AL SERVICIO 
DE LA COOPERACIÓN JUDICIAL PENAL

El compromiso de la Unión Europea por garantizar un elevado ni-
vel de seguridad mediante la adopción de medidas de prevención y de 
lucha contra la delincuencia, así como de cooperación entre autoridades 
policiales y judiciales, tiene como ejes fundamentales el reconocimien-
to mutuo de resoluciones penales y la aproximación legislativa 9. Siem-
pre dentro del respeto de los derechos fundamentales y de los distintos 

9  El Consejo Europeo de Tampere celebrado bajo la Presidencia finlandesa en la ciudad de 
Tampere en las fechas de 15 y 16 de octubre de 1999 proclama el principio de reconocimiento 
mutuo en sede civil y penal. En el ámbito penal, dentro de las Conclusiones redactadas por la 
Presidencia de dicho Consejo Europeo se incluyó la Conclusión núm. 33 que proclamaba que 
«un mejor reconocimiento mutuo de las resoluciones y sentencias judiciales y la necesaria 
aproximación de las legislaciones facilitaría la cooperación entre autoridades y la protección 
judicial de los derechos individuales». Vid. Jimeno Bulnes (2024: 90).
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sistemas y tradiciones jurídicas de los Estados miembros, cuya base 
jurídica descansa en los artículos relativos a la cooperación judicial 
penal del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) 10, 
los arts. 82 y 83.

En esencia, la institución del decomiso puede catalogarse como uno 
de los instrumentos de reconocimiento mutuo al servicio de la coope-
ración judicial en tanto en cuanto las normas que del mismo se derivan 
sientan su base jurídica en los arts. 82 y 83 TFUE.

En esencia, el principio de reconocimiento mutuo de resoluciones 
judiciales en el ámbito de la cooperación judicial penal entre Estados 
miembros de la Unión Europea viene a decir que, lo que es conforme 
a derecho en un Estado miembro de la Unión, debe ser reconocido y 
tenido por válido y efectivo en los otros 11. El éxito de los instrumen-
tos jurídicos de la Unión, tal como es el caso de la Orden Europea de 
Embargo y Decomiso, como lo es la Orden Europea de Detención y 
Entrega o la Orden Europea de Investigación, se lo deben al principio 
de reconocimiento mutuo 12. El principio de reconocimiento mutuo, 
que es base jurídica sobre la que descansa la cooperación judicial 13, se 
conjuga además con un presupuesto fundamental para su operatividad 
como es la confianza mutua 14, en tanto que el principio de reconoci-
miento mutuo no rige de manera absoluta 15.

En este sentido, el reconocimiento automático de resoluciones ju-
diciales que propugna el principio de reconocimiento mutuo encuentra 
como límite los derechos fundamentales y libertades individuales, 
así como los principios constitucionales reconocidos por los distintos 
Estados miembros en el ámbito del proceso penal. Estos, pese a la im-
portante labor realizada especialmente por el Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, no parecen resultar siempre uniformes en el espacio 
geográfico europeo. Por esta razón, el reconocimiento en el área penal 
debe quedar sujeto a los límites impuestos en la observancia de tales 
derechos y principios 16, y en particular la observancia de la confianza 
mutua como presupuesto fundamental para el reconocimiento mutuo 
de resoluciones judiciales en materia penal.

La actual tendencia amplificadora del uso del decomiso y su rela-
ción con las garantías y derechos procesales consagrados en la Carta, 
supone una vulneración al principio de reconocimiento mutuo en de-
trimento de la confianza mutua necesaria para la puesta en marcha del 

10  DOUE C 83, de 30 de marzo de 2010, pp. 47‑199.
11  De Hoyos Sancho (2005: 820).
12  Thomas (2013: 585).
13  Caeiro (2018: 305).
14  Albert (2015: 60).
15  De Jorge Mesas (2016: 60).
16  Jimeno Bulnes (2024: 59).



58	 CELIA CARRASCO PÉREZ

sistema de cooperación judicial penal, debido a la desconfianza en lo 
que a estándar mínimo de derechos y garantías procesales de sospe-
chosos, investigados y acusados entre los Estados miembros supone al 
conformar una arquitectura jurídica de eminente recurso a presunciones 
e indicios 17. De manera que aparece el frágil equilibrio entre justicia 
y seguridad como desafío al que se debe enfrentar el actual Derecho 
Procesal penal europeo 18.

2.1.	 La evolución del decomiso  
en el marco de la cooperación judicial penal

Una de las principales líneas de actuación de las instituciones euro-
peas en materia penal en este ámbito material, consistió en el empeño 
de privar a los delincuentes y a las organizaciones delictivas de cual-
quier beneficio, ganancia o provecho que pudiera haberles reportado su 
actuación ilícita 19. La delincuencia transfronteriza que se mueve por el 
ánimo de lucro se ha hecho paso a partir de las divergencias entre las 
legislaciones de los Estados miembros en el ámbito del seguimiento, 
embargo, incautación y decomiso de los productos del delito.

Entre las conclusiones del Consejo Europeo de Tampere 20, se 
acordaron una serie de orientaciones y prioridades políticas referidas 
a la lucha contra la delincuencia a escala de la Unión, que, circuns-
cribiéndose al ámbito de la delincuencia económica, se pretendía la 
armonización entre los Estados miembros para proceder al seguimien-
to, embargo preventivo, incautación y decomiso de los beneficios del 
delito sirviéndose, para ello, de la aproximación del Derecho penal y 
procesal penal 21.

A partir de este momento y haciendo uso de las facultades legis-
lativas de la Unión Europea en materia penal que proporcionaron el 
Tratado de Ámsterdam 22 y el Programa de Tampere se inicia un camino, 
que aún hoy persiste, de armonización de las legislaciones internas de 
los Estados miembros en materia de confiscación de los bienes de la 

17  El modelo de cooperación judicial penal articula un sistema en el que se entiende que 
las resoluciones producidas tienen su origen en sistemas jurídicos con bases compartidas, con 
garantías homogéneas y normas comunes. Estas bases jurídicas comunes son las que han per-
mitido formular el principio de confianza mutua entendido como la afirmación de la existencia 
de una comunidad jurídica esencial, aun dentro de la diversidad de ordenamientos jurídicos, 
entre los diferentes Estados que componen la Unión Europea. Vid. de Jorge Mesas (2016: 61).

18  Gascón Inchausti (2016: 2‑3).
19  Jimeno Bulnes (2011: 60).
20  Conclusiones de la Presidencia al Consejo Europeo de Tampere de 15 y 16 de octubre 

de 1999. Vid. https://www.europarl.europa.eu/summits/tam_es.htm#b.
21  González Cano (2016: 200).
22  Con el Tratado de Ámsterdam se abre la puerta al recurso al Derecho penal en la pro-

tección de los objetivos comunitarios.
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persona condenada desde una doble reflexión: por una parte, se constata 
que el ánimo de lucro está presente en la mayor parte de los delitos tipi-
ficados como tales en los códigos penales de los Estados miembros bajo 
la forma de criminalidad organizada, y en particular en aquellos delitos 
sobre los que la Unión Europea tiene competencia directa por afectar 
a sus intereses financieros. Y que, por tanto, la obtención de ganancias 
parece ser la principal motivación de la delincuencia. En este sentido, 
la perdida de todos esos beneficios puede ejercer sobre los delincuentes 
un efecto disuasorio. Y de otro lado, los beneficios ilícitos le han sido 
arrebatados a la sociedad en su conjunto, y, por tanto, el Estado tiene 
la obligación de recuperar dichos bienes, ya sea para compensar a la 
víctima o para darle un uso socialmente responsable 23.

Bajo este marco, tiene sentido que el desarrollo del decomiso estu-
viera vinculado a los delitos relacionados con la corrupción hasta que, 
de manera posterior, su uso se hiciera extensivo a todas las formas 
de delincuencia. A partir del Consejo Europeo de Tampere, en 1999, 
vieron la luz diversas decisiones marco que se ocuparon de regular el 
embargo y el decomiso de los productos, instrumentos y bienes rela-
cionados con el delito en relación con la aplicación del principio de 
reconocimiento mutuo a las resoluciones de embargo y decomiso 24.

El interés de la Unión Europea por la aplicación generalizada del 
decomiso, con independencia del tipo de delito del que procedan los 
bienes, tiene lugar en el mismo nacimiento del Espacio de Libertad, 
Seguridad y Justicia con ausencia de controles en las fronteras in-
teriores que tuvo como consecuencia que los bienes procedentes de 
un delito cometido en un Estado miembro pudieran trasladarse con 
absoluta rapidez a otro Estado miembro. De esta forma, la estrategia 
europea pretendía trasladar al ámbito de la recuperación de bienes las 
experiencias de éxito 25 que el principio de reconocimiento mutuo de 
resoluciones judiciales penales había demostrado con la Orden Europea 
de Detención y Entrega como primer instrumento de reconocimiento 
mutuo al servicio de la cooperación judicial. Se trataba, por tanto, de 

23  Corral Escariz (2023: 520).
24  Decisión Marco 2001/500/JAI del Consejo, de 26 de junio de 2001, relativa al blanqueo 

de capitales, la identificación, seguimiento, embargo, incautación y decomiso de los instrumentos 
y productos del delito (DOUE L 182, de 5 de julio de 2001); Decisión Marco 2005/212/JAI del 
Consejo, de 24 de febrero de 2005, relativa al decomiso de los productos, instrumentos y bienes 
relacionados con el delito (DOUE L 212, de 15 de marzo de 2005); la Decisión Marco 2003/577/
JAI del Consejo, de 22 de julio de 2003, relativa a la ejecución en la Unión Europea de las re-
soluciones de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas (DOUE L 196, de 2 
de agosto de 2003); y la Decisión Marco 2006/783/JAI del Consejo, de 6 de octubre de 2006, 
relativa a la aplicación del principio de reconocimiento mutuo de resoluciones de decomiso 
(DOUE L 328, de 24 de noviembre de 2006).

25  Informe sobre la aplicación de la orden de detención europea y de los procedimientos 
de entrega entre Estados miembros,  2021, p. 3. Vid. https://www.europarl.europa.eu/doceo/
document/A-9‑2020‑0248_ES.html.
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que las resoluciones de embargo y decomiso acordadas por un juez 
de cualquier Estado miembro fuesen reconocidas y ejecutadas del 
modo más práctico posible sin verificación de la doble tipicidad. Para 
conseguir este objetivo, era necesaria una aproximación legislativa de 
los elementos del tipo de los delitos y de las penas, por medio de, en 
un primer momento, decisiones marco, y a partir del Tratado de Lis-
boa 26, directivas, así como del concepto de embargo y decomiso. Sin 
embargo, esta actividad de aproximación se ha venido dificultando a 
partir de la proliferación de diversas tipologías de decomiso cada vez 
más restrictivas de derechos fundamentales en el sentido de que han 
supuesto una mayor relajación de la conexión entre el bien a decomisar, 
el delito cometido y su autor.

En este marco, la Comisión Europea propuso en el año 2012 una 
Directiva por la que se establecen normas mínimas para los Estados 
miembros en materia de embargo preventivo y decomiso de activos 
de origen delictivo mediante: el decomiso directo, el decomiso del 
valor equivalente de los bienes, el decomiso ampliado, el decomiso no 
basado en condena, y el decomiso de terceros. Dos años más tarde, la 
propuesta se materializó en la Directiva 2014/42/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 3 de abril de 2014, sobre el embargo y el 
decomiso de los instrumentos y del producto del delito en la Unión 
Europea. En España las normas mínimas de la Directiva fueron incor-
poradas a través de tres instrumentos jurídicos: la Ley Orgánica 1/2015, 
de 30 de marzo, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 
de noviembre, del Código Penal 27; la Ley 41/2015, de 5 de octubre, de 
modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para la agilización 
de la justicia penal y el fortalecimiento de las garantías procesales 28; y, 
por último el Real Decreto 948/2015, de 23 de octubre, por el que se 
regula la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos 29.

De forma paulatina a partir de la entrada en vigor de la Directi-
va 2014/42/UE, el marco jurídico del decomiso se ha ido articulando 
a través de diversas normas sectoriales que tienen como fundamento 
el principio de reconocimiento mutuo. Entre ellas, podemos destacar 
la Directiva (UE) 2017/1371 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de  5 de julio de  2017, sobre la lucha contra el fraude que afecta a 
los intereses financieros de la Unión a través del Derecho Penal 30; 
la Directiva (UE) 2018/1673 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de  23 de octubre de  2018, relativa a la lucha contra el blanqueo de 
capitales mediante el derecho penal 31; y la Directiva (UE) 2019/1145 

26  DOUE C 306, de 17 de diciembre de 2007.
27  BOE núm. 77, de 31 de marzo de 2015.
28  BOE núm. 239, de 6 de octubre de 2015.
29  BOE núm. 255, de 24 de octubre de 2015.
30  DOUE L 198, de 28 de julio de 2017.
31  DOUE L 284, de 12 de noviembre de 2018.
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del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, por la 
que se establecen normas destinadas a facilitar el uso de información 
financiera y de otro tipo para la prevención, detección, investigación o 
enjuiciamiento de infracciones penales y por la que se deroga la Deci-
sión 2000/642/JAI del Consejo 32.

En esa necesaria adopción de normas mínimas para aproximar los 
regímenes de embargo y decomiso de los Estados miembros, facilitando 
la confianza mutua y la cooperación transfronteriza eficaz, ciertamente 
la Directiva 2014/42/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 3 de 
abril de 2014, sobre el embargo y el decomiso de los instrumentos y del 
producto del delito en la Unión Europea, resultó eficaz en la medida en 
la que supuso la incorporación del principio de reconocimiento mutuo 
al ámbito de la recuperación de bienes ilícitos 33. Sin embargo, la insu-
ficiencia material de la Directiva 2014/42/UE en tanto que permite un 
cierto margen de actuación a los Estados miembros para adaptarla a sus 
respectivos ordenamientos jurídicos, supuso la necesidad de instaurar 
un sistema normativo uniforme para el embargo y el decomiso de los 
productos e instrumentos de la delincuencia en la Unión Europea 34.

La elaboración del Reglamento (UE) 2018/1805, de 14 de noviem-
bre, sobre el reconocimiento mutuo de las resoluciones de embargo y 
decomiso 35, fue la solución normativa que unificó en materia de coope-
ración judicial penal basado en el principio de reconocimiento mutuo 
de resoluciones judiciales penales de embargo y decomiso.

Finalmente, ante la necesidad de actualizar la normativa sobre 
recuperación y decomiso de bienes, y acabar con la dispersión norma-
tiva, se ha procedido a adoptar un enfoque integral que complemente 
al Reglamento 2018/1805 y dé cobertura al carácter polidelictivo de la 
delincuencia transnacional que actúa por un ánimo de lucro. Por este 
motivo se ha procedido a adoptar la Directiva 2024/1260. Dicha Direc-
tiva será objeto de estudio en el último de los apartados por contemplar 
un modelo de decomiso de patrimonio no explicado irrespetuoso con 
los derechos fundamentales de las personas afectadas 36.

2.2.	 El refuerzo de las garantías procesales penales como medio 
para alcanzar un Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia

Desde la creación del tercer pilar de la Unión Europea en el Tratado 
de Maastricht en 1992, donde se incluyó la cooperación policial y judi-

32  DOUE L 186, de 11 de julio de 2019.
33  Aguado Correa (2020: 57).
34  Conde Fuentes (2021: 10).
35  DOUE L 303, de 28 de noviembre de 2018, pp. 1‑18.
36  Aguado Correa (2023: 29).
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cial en materia penal, y, sobre todo, tras la creación del Espacio de Li-
bertad, Seguridad y Justicia de la Unión Europea por parte del Tratado 
de Ámsterdam en 1997, la cooperación judicial penal entre los Estados 
miembros ha ocupado un lugar preferente en la escala comunitaria. 
Como hemos anotado, el elemento clave en materia de cooperación 
judicial es el principio de reconocimiento mutuo positivizado en los 
arts. 67.3 y 83.1 TFUE. En el compromiso un Espacio de Libertad, Se-
guridad y Justicia, la regulación de los derechos y garantías procesales 
penales es un elemento fundamental para asegurar un sistema no solo 
respetuoso con los derechos fundamentales, sino también para dotar de 
efectividad a los instrumentos jurídicos de reconocimiento mutuo en 
los procedimientos penales.

El marco jurídico actual por el que la Unión Europea ha asumido 
competencias en materia de garantías procesales penales viene estable-
cido principalmente a partir del Tratado de Lisboa por el Tratado de la 
Unión Europea, el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, 
la Carta de Derechos Fundamentales y el Convenio Europeo de Dere-
chos Humanos. La intervención de la Unión Europea se justifica por la 
necesidad de asegurar un nivel mínimo de protección de los derechos 
fundamentales en todos los Estados miembros y garantizar la efectivi-
dad de la cooperación judicial y policial 37. En este sentido, los derechos 
fundamentales se articulan como límite y fundamento de la actividad 
del Derecho penal y procesal penal de la Unión Europea. Se presentan 
como un instrumento de integración 38 a partir del momento en el que se 
les reconoce el papel de principios generales del Derecho comunitario.

En este contexto, el reconocimiento de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea como documento vinculante de 
tutela de derechos fundamentales tiene un fuerte compromiso con el 
Derecho de la Unión desde una doble perspectiva: por un lado, desde el 
punto de vista de aproximación de las legislaciones estatales, las cuales 
no podrán prescindir del respeto de los derechos fundamentales. Y, por 
otro lado, desde la perspectiva de la cooperación judicial penal cuya 
previsión normativa, en atención al derecho fundamental a la tutela ju-
dicial efectiva del art. 6 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, 
se plasma a través de los arts. 47 a 50 de la Carta de Derechos Fun-
damentales de la Unión Europea. En suma, el efecto integrador de la 
Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea 39 se positiviza 
en los siguientes derechos: derecho a la tutela judicial efectiva, impar-
cialidad judicial y asistencia jurídica gratuita, presunción de inocencia, 
derechos de defensa, legalidad y proporcionalidad de delitos y penas, 
y finalmente el principio ne bis in idem.

37  Bueno Benedí (2024: 3).
38  Kostoris (2022: 100).
39  Guerrero Palomares (2023: 220).
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En este sentido, el principio de reconocimiento mutuo se asienta 
sobre la premisa de la confianza mutua. En tanto en cuanto los orde-
namientos jurídicos cumplen unas garantías mínimas dado que todos 
los Estados miembros son parte del Convenio Europeo de Derechos 
Humanos, y la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea 
cumple una función de principio general del ordenamiento europeo. Ese 
nivel de protección común permite la puesta en marcha de un sistema 
de cooperación judicial penal. Ahora bien, esto no significa que todos 
los Estados deban aplicar unas normas comunes, sino que su sistema 
jurídico es fiable porque garantiza que los estándares europeos de pro-
tección de los derechos humanos y las garantías procesales se aplican 
en términos equivalentes Esta fiabilidad se traduce en una presunción 
iuris tantum del cumplimiento de los derechos fundamentales de la 
Carta. Es decir, si hubiera motivos relevantes para considerar que la 
ejecución de una resolución, en este caso de decomiso, conlleva la 
vulneración de un derecho fundamental reconocido en la Carta de De-
rechos Fundamentales de la Unión, cabría la posibilidad de denegar la 
cooperación requerida por otro Estado miembro 40.

La eficacia en la prevención y persecución de los delitos, en esa 
constante balanza entre justicia y seguridad 41. En esa tensión se ubica 
la problemática en torno a la adopción de un concepto amplio de deco-
miso que alcanza a cualquier bien que, directa o indirectamente, tenga 
relación con la comisión de los delitos y, en el que se recurre a presun-
ciones legales sobre el origen delictivo de los bienes a decomisar. El 
decomiso no puede entenderse al margen de las garantías procesales y, 
sobre todo, del derecho fundamental a la presunción de inocencia del 
investigado 42. De ahí que las presunciones legales que ha venido intro-
duciendo el legislador comunitario en materia de decomiso, deban ser 
analizadas desde una perspectiva garantista para tratar de determinar 
si son legítimas o no.

3.	 EL DECOMISO COMO ESTRATEGIA DE LUCHA 
CONTRA LA DELINCUENCIA MEDIOAMBIENTAL

La Convención de Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de es-
tupefacientes y sustancias psicotrópicas 43, firmada en Viena en 1988, 
inauguró una nueva política criminal internacional enfocada en la 
persecución de los beneficios ilícitamente obtenidos. Ello obedece al 

40  Bachmaier Winter (2022: 353).
41  Jimeno Bulnes (2011: 143).
42  Neira Pena (2020: 95).
43  Convención de Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 

psicotrópicas,  1988. Vid. chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.
unodc.org/pdf/convention_1988_es.pdf.
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convencimiento de que la privación de las ganancias delictivas supone 
un importante incentivo para el abandono de las actividades delictivas, 
además de que permite la identificación y persecución de los respon-
sables de esta 44.

El decomiso, como instrumento penal, puede definirse como la pér-
dida de efectos, bienes, medios, instrumentos o ganancias de un delito 
o actividad delictiva 45.. El decomiso no aparece entre el catálogo de 
penas previsto en el art. 33 del Código Penal, tampoco lo hace en el 
art. 96 del Código Penal relativo a las medidas de seguridad. Y tampoco 
podemos ver que se ubique en el título v del Código Penal dedicado a 
la responsabilidad civil. El decomiso aparece regulado entre las con-
secuencias accesorias derivadas de la infracción penal en el título vi 
del libro i del Código Penal. Según ha entendido la jurisprudencia, «el 
decomiso es una tercera clase de sanción penal, y puede entenderse 
como una consecuencia patrimonial del delito que aparece en la conde-
na, o como una consecuencia jurídica de la misma, […] el decomiso se 
trata en realidad de una sanción» 46. En efecto, el decomiso guarda una 
directa relación con las penas y con el Derecho represor-sancionador, 
de ahí la lógica exigencia del obligado cauce procesal penal para su 
imposición 47. Y, por tanto, tal y como afirma la doctrina, el decomiso 
es junto con la pena y la medida de seguridad una de las tres manifes-
taciones del ius puniendi en el ámbito del proceso penal 48.

En este marco, el decomiso constituye una herramienta muy eficaz 
de lucha contra la delincuencia que se mueve esencialmente por el 
ánimo de lucro. En la medida en la que priva a la delincuencia del que 
puede ser su principal incentivo, que es el beneficio económico 49. Esta 
privación se justifica por la existencia de una vinculación entre el bien 
decomisado y un hecho antijurídico. El decomiso tiene una naturaleza 
sancionadora y su implementación obedece a consideraciones propias 
de la política criminal, es decir, está directamente relacionado con el 
modo en el que el poder público decide reaccionar ante el fenómeno 
delictivo 50. En este sentido una eficaz utilización del decomiso, como 
instrumento al servicio de la persecución de la criminalidad requiere 
avances de carácter sustantivo y procesal, sin olvidar el respeto por las 
garantías y derechos procesales en materia penal.

La criminalidad medioambiental es sin duda una de las principa-
les amenazas a los derechos fundamentales de los ciudadanos y a la 

44  Vidales Rodríguez (2020: 85).
45  Vercher Noguera (2020: 221).
46  STS de 5 de junio de 2019.
47  STS de 30 de mayo de 2007.
48  Díaz Cabiale (2016: 15); Vercher Noguera (2020: 221).
49  Aguado Correa (2013: 9).
50  Gascón Inchausti (2006: 588).
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subsistencia del Estado de derecho en la actualidad. La criminalidad 
medioambiental adopta una naturaleza transnacional, que se observa 
tanto de las conductas que genera daños ambientales, como de los 
propios efectos contaminantes, de ahí que en la actualidad nos encon-
tremos inmersos ante un tejido jurídico europeo de armonización penal 
en el ámbito medioambiental a través de la Directiva (UE) 2024/1203 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 11 de abril de 2024 relativa 
a la protección del medio ambiente mediante el Derecho penal y por 
la que se sustituyen las Directivas 2008/99/CE y 2009/123/CE. A su 
vez, la criminalidad medioambiental adopta una forma de criminalidad 
organizada y empresarial. El último informe de EUROPOL, relativo 
a 2022 51, señala cómo la delincuencia medioambiental se ha vuelto un 
negocio muy atractivo para, entre otros, la criminalidad organizada. 
Esto se debe sobre todo a la creciente escasez de recursos naturales, lo 
que indirectamente ha desencadenado el interés del crimen organizado 
en términos de ganancias sobre su asignación futura. Junto a ello, la 
criminalidad medioambiental también se mide en términos económicos. 
La delincuencia medioambiental actúa sobre un concreto mercado, 
que tiene por objeto la oferta o la demanda de bienes ilícitos, bien sea 
relativos a la flora y fauna, a los recursos naturales, o a los materiales 
contaminantes.

En definitiva, el mercado medioambiental es uno de los mercados 
ilícitos más lucrativos que existen en el espacio europeo en la actua-
lidad. La comisión de conductas delictivas medioambientales está en 
constante aumento, lo que ha propiciado que las ganancias económicas 
sean cada vez más altas, posicionándose el crimen contra el medio am-
biente como el cuarto crimen a nivel mundial donde más ganancias se 
obtienen 52. En esta modalidad delictiva, pese a que en la mayor parte 
de las ocasiones su objetivo va a ser la obtención de un beneficio eco-
nómico, nada impide que sea otro, como sucede con la misma afección 
al medio ambiente. Y, aun cuando la finalidad principal de la actividad 
sea el daño ambiental y no la obtención de ganancias, la consecución 
de dicha finalidad requiere la disponibilidad de bienes patrimoniales 53.

3.1.	 El medio ambiente como mercado criminal

En la actualidad, la investigación de los bienes relacionados con 
la actividad delictiva debe hacer frente al incremento progresivo de 
conductas antijurídicas cada día más complejas como es el caso de la 

51  EUROPOL, Environmental crime in the age of climate change, 2022.
52  EUROJUST, Criminal Justice Across Borders 2002‑2022. Véase chrome-extension://

efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.eurojust.europa.eu/sites/default/files/assets/
eurojust-annual-report-2021-es.pdf.

53  Rodrigues Nunes (2023: 3).
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criminalidad medioambiental. El mercado de la criminalidad medioam-
biental ha puesto sobre la mesa la presencia cada vez más fuerte de 
nuevos mercados criminales, en los que más allá de las ganancias de-
lictivas, hablamos de nuevos bienes e instrumentos que deben quedar 
cubiertos por las herramientas de decomiso existentes. La eficiencia 
procesal del decomiso, respecto de los nuevos mercados que nos abre 
la delincuencia medioambiental, y que directa o indirectamente tiene 
por finalidad el lucro económico, requiere que profundicemos sobre la 
misma naturaleza y finalidad del instrumento del decomiso.

La proliferación de estos fenómenos delictivos medioambientales 
se debe a la introducción de una amplia variedad de normativas cuya 
finalidad es la protección ambiental mediante la prohibición o restric-
ción de multitud de actividades y productos, lo cual ha supuesto el 
surgimiento de multitud de mercados negros. En este sentido, es obvia 
la vinculación de la delincuencia medioambiental con la delincuencia 
organizada. Prueba de ello es que fuera incluida como prioridad por el 
Consejo de la Unión Europea en la lucha contra la delincuencia inter-
nacional organizada y grave entre 2018 y 2021 54.

En este sentido, si nos situamos ante el incremento de la actividad 
delictiva en el ámbito del mercado de los derechos de emisión de car-
bono y en concreto sobre la explotación de los sistemas de certificados 
energéticos sobre el comercio de emisiones en la Unión Europea 55, la 
aplicabilidad del instrumento del decomiso podemos ejemplificarla de 
la siguiente manera: si procedemos a decomisar un instrumento del de-
lito, que es un bien común y fácilmente reemplazable en el mercado, la 
finalidad preventiva se diluye en tanto este instrumento, como decimos 
es fácilmente reemplazable. Sin embargo, si se procede a decomisar 
aquel título por el que se concede la titularidad de los derechos de emi-
sión de carbono, nos encontramos ante bienes limitados y escasos en el 
mercado, de manera que la finalidad preventivo general y preventivo 
especial, quedaría salvada. Esto nos lleva a apostar por la tutela del 
bien jurídico medioambiente más allá, de todos aquellos bienes jurídi-

54  Conclusiones del Consejo sobre la determinación de las prioridades de la Unión Europea 
para la lucha contra la delincuencia internacional organizada y grave entre 2018 y 2021, de 19 
de mayo de 2017.

55  El mercado de derechos de emisión de carbono se sustenta a partir de los créditos de 
carbono, que son certificados que determinan el límite de emisiones permitidas de dióxido de 
carbono (CO2) de una organización. El sistema de créditos permite a las empresas intercambiar 
créditos no utilizados. De esta manera, las organizaciones que producen un exceso de CO2 pue-
den cubrir sus emisiones comprando créditos a los operadores que infrautilizan su asignación. El 
comercio de créditos de carbono no es ilegal en sí mismo. Sin embargo, dado que la transferencia 
de dichos créditos está sujeta a impuestos, el sistema brinda oportunidades para el fraude. Los 
delincuentes compran permisos de carbono libres de IVA en un Estado miembro y los venden 
en otro Estado miembro con el IVA añadido, en lugar de repercutir el IVA a la autoridad fiscal 
correspondiente. Vid. Nieto Martín (2022: 274).
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cos por los que quedaría protegido el mismo interés medioambiental 
en el marco de la criminalidad organizada.

Los delitos medioambientales cubren una gran variedad de mer-
cados, la mayor parte de la criminalidad se sustenta sobre mercados 
legales que aprovechan las vulnerabilidades relacionadas con un con-
creto ámbito industrial, ya sea la gestión de residuos, el comercio de 
flora y fauna o la venta de combustible. Actividades comerciales que 
funcionan como el principal facilitador de delitos ambientales bajo 
una perfecta fachada de legalidad que oculta todo un entramado de 
actividades ilícitas 56. En este sentido puede apreciarse la viabilidad 
que el decomiso tiene en el amplio abanico de ilícitos medioambien-
tales. Sin embargo, más allá de la presencia de un factor económico, 
la delincuencia medioambiental al derivar su ilicitud de la normativa 
administrativa de referencia dificulta la prueba del lucro ilícito, lo que 
supone la consiguiente reducción de garantías procesales para poder 
abarcar esta amplia criminalidad y en consecuencia fomentar las formas 
de decomiso más agresivas desde una finalidad utilitarista del Derecho 
penal: el decomiso ampliado, y el decomiso sin condena.

3.2.	 La tutela del medio ambiente desde la Unión Europea

A nivel de la Unión Europea, el derecho al medio ambiente no es 
un derecho reconocido explícitamente por la Carta de Derechos Fun-
damentales de la Unión Europea, sino que el medio ambiente es uno de 
los objetivos de la Unión, que implica que su política debe encaminarse 
a su protección y mejora. Y desde esta premisa podremos entender la 
política criminal medioambiental que ha ido incorporando la Unión 
Europea.

La protección medioambiental como política comunitaria se incor-
pora al Tratado de la Unión Europea a partir del Tratado de Maastricht 
de 1992 ocupando el título xvi 57, y el Programa de Tampere en 1999 
introduce la lesión del medio ambiente como una de las formas de 
criminalidad necesitadas de tratamiento específico por la Unión. 
Pese a esto, la protección medioambiental en la Unión Europea no 
está encaminada de forma específica a la protección de los derechos 
humanos en relación con el medio ambiente 58. Esto se explica por la 

56  Esto tiene especial relevancia de cara a la investigación de los delitos medioambientales 
y su posterior enjuiciamiento. Gran parte de las actividades delictivas medioambientales se 
cometen a partir de un establecimiento industrial legal, lo que hace que se catalogue a efectos 
de investigación como delitos económicos o delitos de cuello blanco invisibilizando el delito 
medioambiental. Vid. Zamora Cabot (2022: 200).

57  DOUE C 191 de 29 de julio de 1992.
58  A diferencia de otros tipos de criminalidad como sucede con la criminalidad en materia 

de trata de seres humanos, cuya tutela viene avalada por constituir una grave violación de los 
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finalidad económica de la Unión Europea. En efecto, la protección del 
medio ambiente es una de las prioridades de la Unión Europea cuya 
importancia viene materializada en el derecho originario de la Unión. 
Sin embargo, las medidas adoptadas por la Unión Europea en materia 
de protección de medio ambiente deben atender a los objetivos de la 
política ambiental de la Unión. Esta política, se articula, por un lado, 
en todo un repertorio de normas específicas de carácter administrativo 
que buscan regular aspectos concretos como las emisiones tóxicas, el 
tratamiento de residuos o la calidad de las aguas; y, por otro lado, en 
normas de carácter general que inciden en el tratamiento de la delin-
cuencia medioambiental 59.

Esto ha supuesto que la tutela medioambiental en los sistemas na-
cionales se haya adoptado de una manera asimétrica, tanto en conduc-
tas como en penas. La tutela del medio ambiente a través del derecho 
penal europeo ha tenido menor desarrollo en tanto que no se prevé una 
codificación unitaria de conductas punibles para proteger al medio 
ambiente, lo cual por una parte es coherente a los principios que rigen 
el sistema de cooperación judicial penal de aproximación legislativa 60. 
Sin embargo, el carácter transnacional de los problemas ambientales 
requiere que la protección medioambiental no se limite al ámbito nacio-
nal. La labor desarrollada por la Unión Europea para lograr una política 
medioambiental común se ha fundamentado en una labor legislativa 
bajo las directrices del Consejo de Europa con el objetivo de adecuar el 
ordenamiento comunitario a las exigencias de la protección medioam-
biental, recurriendo al derecho penal para responder ante los atentados 
medioambientales más graves. Sin embargo, teniendo en cuenta que el 
derecho penal ha sido siempre una de las áreas reservadas a la sobe-
ranía estatal y los Estados suelen ser reticentes a ceder competencias 
en esta materia, junto con la falta de consenso y voluntad política para 
atajar problemas medioambientales y la multitud de normas especiales 
generalmente administrativas que, de un modo indirecto, inciden en el 
medio ambiente se vislumbra un panorama que dificulta el tratamiento 
coherente y efectivo de los problemas ambientales 61.

derechos fundamentales.
59  En particular, destaca la Directiva (UE) 2024/1203 del Parlamento Europeo y del Con-

sejo, de 11 de abril de 2024, relativa a la protección del medio ambiente mediante el Derecho 
penal y por la que se sustituyen las Directivas 2008/99/CE y 2009/123/CE. DOUE L 1203 de 30 
abril de 2024.

60  Jimeno Bulnes (2011: 140).
61  Hecho que motivó la revisión de la anterior norma de referencia en materia medioam-

biental y que dio pie a la redacción y adopción de la actual Directiva (UE)  2024/1203 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de abril de 2024, relativa a la protección del medio 
ambiente mediante el Derecho penal y por la que se sustituyen las Directivas  2008/99/CE 
y 2009/123/CE.
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Como ya hemos anotado, el Consejo de Tampere impulsó la 
aproximación del Derecho penal en la que se incluían las agresiones 
medioambientales entre aquellas formas de criminalidad necesitadas 
de una lucha y abordaje específico a nivel de la Unión. Este compro-
miso no se vio cristalizado hasta cuatro años más tarde con la entrada 
en vigor de la Decisión marco  2003/80/JAI del Consejo, de  27 de 
enero de  2003, relativa a la protección del medio ambiente a través 
del Derecho penal. La Decisión marco supone la primera medida de 
carácter penal medioambiental —respetando la competencia que en 
ese momento la Unión Europea tenía en materia penal— por la que 
introduce una serie de acciones que todos los Estados deben incluir en 
sus ordenamientos jurídicos, dejando a estos la posibilidad de aplicar 
las sanciones oportunas, efectivas, proporcionadas y disuasorias.

Una vez que la Unión Europea asumió la competencia en materia 
penal y en particular tras la sentencia del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea de 13 de septiembre de 2005 en la que se establece que 
la Unión tiene competencias para proteger el medio ambiente a través 
del Derecho penal 62, la Directiva 2008/99/CE relativa a la protección 
del medio ambiente mediante el Derecho penal ha sido el primer inten-
to de aproximación de las disposiciones penales en materia de medio 
ambiente. Esta Directiva ofrece a los Estados miembros unas normas 
mínimas cuyo objetivo pretende conseguir un elevado nivel de protec-
ción para evitar que sigan produciéndose delitos en el ámbito del medio 
ambiente, dada la insuficiente respuesta del sistema sancionador admi-
nistrativo. En el Informe de Evaluación de la Directiva por la Comisión 
Europea del año 2020 63, se consideró que se había dejado demasiado 
margen de interpretación a las autoridades judiciales, obstaculizando la 
pretendida aproximación tanto en conductas como en sanciones.

En el ámbito de las sanciones, la aproximación es quizás aún más 
necesaria que el avance en materia de conductas medioambientales 
para lograr una cooperación judicial. Sin embargo, si nos basamos en la 
anterior regulación —de un lado, la Directiva 2008/99/CE relativa a la 
protección del medio ambiente mediante de medioambiente y, de otro 
lado, la Directiva 2014/42/UE sobre el embargo y decomiso de los ins-
trumentos del producto del delito en la Unión Europea—, pese a que en 
el art. 3 la Directiva 2008/99/CE insta a los Estados miembros a adoptar 
sanciones penales eficaces, proporcionadas y disuasorias, nada dice entre 
su articulado sobre el uso del decomiso. A mayores, la Directiva 2014/42/
UE sobre el embargo y decomiso establece la aplicación de medidas de 
confiscación y embargo solo para los delitos graves castigados con penas 

62  STJUE de 13 de septiembre de 2005, C‑176/03.
63  Commission Staff Working Document Evaluation of Directive 2008/99/EC of the Euro-

pean Parliament and of the Council of 19 November 2008 on the protection of the environment 
through criminal law (Environmental Crime Directive).
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superiores a los cuatro años. Hasta la entrada en vigor de la Directiva 
(UE) 2024/1203 relativa a la protección del medio ambiente mediante el 
Derecho penal, la criminalidad medioambiental no ha sido considerada 
delito grave, por lo que ha vetado el mecanismo del decomiso dadas las 
divergencias en materia de sanciones entre los Estados miembros y su 
régimen de responsabilidad, bien sea penal, o administrativa 64.

Esta problemática a la que hacemos referencia viene dada por la 
administrativización de las conductas medioambientales y el princi-
pio de intervención mínima del Derecho penal para la salvaguarda de 
intereses jurídicos. La evolución de las conductas ilícitas medioam-
bientales parte de elevar a delitos las sanciones administrativas con 
el consecuente adelanto de la barrera punitiva 65. En esencia, la tutela 
jurídica del medioambiente es quizás el campo que en la actualidad 
mejor expone la finalidad de ultima ratio como criterio jurídico básico 
que indica que el derecho penal solo debe utilizarse cuando no exista 
otro modo de protección menos invasivo. La evolución del medioam-
biente, y los problemas que se derivan del mismo han hecho necesaria 
—o no— la intervención del Derecho penal como garante de las cues-
tiones medioambientales. La intervención del Derecho penal en materia 
medioambiental puede deberse a tres aspectos fundamentales: por un 
lado, el fracaso del Derecho administrativo y de la sanción adminis-
trativa para dar respuesta; por otro lado, la inevitable preferencia de la 
sociedad al uso del Derecho penal como instrumento que condene las 
acciones criminales; y finalmente, en base al estudio economicista del 
delito, «una norma penal aplicada efectivamente incrementa el coste 
de ciertos tipos de conductas y por ello fomenta la obediencia de leyes 
y normas que, de otra manera, serían ignoradas» 66.

La intervención del Derecho penal en la cuestión medioambiental, 
con su inevitable adelanto de la barrera punitiva ha dificultado el tra-
tamiento coherente y efectivo de los problemas ambientales. Es decir, 
esta intervención, como bien hemos referido ha supuesto la conversión 
de las sanciones administrativas en delitos, dificultando con ello la deli-
mitación entre ilícito administrativo y delito, lo que provoca el recurso 
a las normas penales en blanco y la posible vulneración a la garantía 
del ciudadano al ne bis in idem materializada en el art. 50 de la Carta 
de Derechos Fundamentales.

Trasladando la problemática al ámbito de la aproximación europea, 
se ha generado dicotomías a la hora de transponer a los ordenamientos 
nacionales los mandatos nacionales. Si tomamos como referencia la 
Directiva (UE) 2024/1203 relativa a la protección del medio ambiente 
mediante el Derecho penal, la estructura penal de los delitos contra el 

64  De Pablo Serrano (2023: 248).
65  Alzina Lozano (2023: 122).
66  Byung-Sun (2001: 4‑5).
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medio ambiente consiste en provocar o realizar directa o indirectamente 
emisiones, vertidos, radiaciones, extracciones. Es decir, en primer lu-
gar, se necesita la realización de una serie de comportamientos: vertido, 
emisión o introducción; comercialización, fabricación, exportación e 
importación, almacenamiento, la recogida, el transporte o el tratamien-
to, entre otras. En segundo lugar, que estos comportamientos han de 
ser contrarios a las normas administrativas, y, en tercer lugar, que sean 
idóneos para ocasionar daños substanciales en la calidad del aire, de las 
aguas, del suelo o afecten a la vida de los animales y plantas.

Conforme a estos elementos típicos, la aplicación de los delitos 
contra el medio ambiente exigirá demostrar, primero, que constituyen 
una conducta contraria a la normativa administrativa y, segundo, que 
efectivamente es idónea para afectar a los elementos que componen 
el medio ambiente o la salud de las personas 67. Esto nos lleva a que, 
mientras que determinadas conductas son reconocidas en la Unión Eu-
ropea como delitos medioambientales, otros reciben una aproximación 
diferente en función del país 68.

En definitiva, el recurso al decomiso como un instrumento de re-
conocimiento mutuo al servicio de la cooperación judicial para con 
la delincuencia medioambiental, cuya viabilidad examinaremos en el 
apartado siguiente, va a requerir en un primer momento, lograr una 
adecuada cooperación judicial. Ello pasa por una buena aproximación 
legislativa que, como hemos visto va a depender del recurso al Derecho 
administrativo. La aproximación legislativa es necesaria como requi-
sito sine qua non para que pueda surgir entre los Estados miembros 
la confianza recíproca que hará posible el reconocimiento mutuo de 
resoluciones judiciales de embargo y decomiso.

3.3.	 El recurso al decomiso en la criminalidad medioambiental

Como bien hemos comentado, en un primer momento y en base al 
marco normativo aplicable en materia de delincuencia medioambiental 
y de decomiso, hasta el año 2024, la figura del decomiso de los instru-
mentos y del producto del delito en la Unión Europea no sería aplicable 
a la delincuencia medioambiental como sanciones penales eficaces, 
proporcionadas y disuasorias en la medida en la que la delincuencia 
medioambiental no ha sido catalogada como delincuencia grave por la 
normativa de referencia.

La Convención del Consejo de Europa sobre la protección del 
medio ambiente por vía penal 69 preveía de manera tasada medidas de 

67  Nieto Martín (2022: 280).
68  Santed Liébana (2024: 112).
69  Estrasburgo, 4 de noviembre de 1998. European Treaty Series, núm. 172.
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decomiso para supuestos delictivos ambientales. Una posibilidad que, 
como hemos expuesto, no se trasladó al ámbito de la Directiva 2008/99 
a pesar de que tanto la Ley 4/2010, de 10 de marzo, para la ejecución 
en la Unión Europea de resoluciones judiciales de decomiso, y pos-
teriormente la Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento 
mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea, contenían en su 
ámbito objetivo de aplicación los delitos contra el medio ambiente. 
De igual manera esta previsión normativa fue trasladada al Reglamen-
to 2018/1805. Sin embargo, las deficiencias en materia de aproximación 
en materia penal tanto en conceptos como en penas, ha llevado al le-
gislador europeo a hacer uso, de nuevo, del instrumento de la directiva 
para incidir en esos mínimos sancionatorios para poder hacer uso de la 
cooperación judicial penal en materia medioambiental.

A la vista de lo anterior, la nueva directiva de medioambiente 
posibilita por medio del art. 83.2 TFUE a las instituciones europeas 
a ir más allá en el régimen de sanciones. Viene a introducir unos ni-
veles mínimos y máximos de las penas para quienes cometan alguno 
de los ilícitos medioambientales que llegan hasta los diez años para 
aquellos casos más graves, y en otros a seis y cuatro años de priva-
ción de libertad. Eleva la pena en un intento de aproximación punitiva 
hasta el umbral de los cuatro años, lo que convierte a la delincuencia 
medioambiental en delincuencia grave, y por tanto se puede recurrir 
al uso del instrumento del decomiso como sanción penal eficaz, 
proporcionada y disuasoria. A su vez, incluye una circunstancia agra-
vante para que en aquellos casos en los que los Estados miembros no 
hubieran elevado el mínimo punible, la criminalidad medioambiental 
organizada quede bajo el ámbito objetivo del decomiso. A mayores, 
para dejar claro que la delincuencia medioambiental debe quedar su-
jeta a la aplicación del decomiso, introduce en el art. 10 una mención 
expresa al instrumento.

Este marco normativo permite reflexionar si el decomiso de bienes 
y ganancias, o activos, de origen delictivo responde a una institución 
jurídica vinculada a una nueva política criminal que pretende ser más 
eficaz en la lucha contra la delincuencia que obtiene importantes be-
neficios de su actividad ilícita 70. En este sentido, la política criminal 
medioambiental de la Unión Europea ha ido asumiendo una finalidad 
utilitarista del Derecho penal en la medida en la que ha sido necesario 
elevar la pena para aquellas conductas ilícitas. Su consecuencia viene 
a ser el uso del decomiso más que como una sanción efectiva, propor-
cionada y disuasoria, como una medida de control criminal. Lo que 
inevitablemente supone relajar el nivel de exigencia en relación con la 
acreditación del vínculo entre el bien decomisado y el delito cometido 
o el autor del delito.

70  Farto Piay (2023: 315).
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Si trasladamos lo anterior al marco normativo español, debemos 
tener en cuenta que de la lista de delitos a los que se puede aplicar el 
decomiso en atención al art. 127 bis del Código Penal, no se incluyen 
los delitos medioambientales. Para una adecuada puesta en marcha de 
la política criminal europea en materia de delincuencia medioambiental 
como en materia de decomiso, la solución del legislador español pasaría 
por incluir en la lista del art. 127 bis del Código Penal a los delitos con-
tra el medio ambiente. Sin embargo, debemos decir que la tendencia de 
nuestro legislador nacional ha sido, de una manera colateral, la de excluir 
las conductas medioambientales ilícitas de la aplicación del decomiso 71.

El legislador español por medio de la reforma operada en el Códi-
go Penal en el año 2010 72, decidió realizar una referencia expresa al 
decomiso para los delitos relativos a la ordenación del territorio y el 
urbanismo, conductas que se integran dentro del título xvi del Código 
penal relativo a los delitos de ordenación del territorio y el urbanismo, 
la protección del patrimonio histórico y el medio ambiente. El art. 319 
apartado tercero del Código Penal establece que se dispondrá el deco-
miso de las ganancias provenientes del delito cualesquiera que sean las 
transformaciones que hubieran podido experimentar, en referencia a la 
demolición de obra. Es cierto que, en este caso, la previsión normativa 
tiene una clara vertiente del decomiso restauradora o reparadora del 
daño conforme al art. 339 del Código Penal. Sin embargo, se echa en 
falta una previsión normativa expresa para el particular de las conduc-
tas contenidas en el capítulo iii y iv del título xvi, y los previstos en el 
capítulo i y ii del título xvii. Mas allá de que estas conductas puedan 
quedar al amparo del decomiso por medio de la previsión normativa 
del art. 127 bis apartado primero letra r), si han sido realizadas en el 
seno de una organización o grupo criminal.

4.	 GARANTIAS PROCESALES EN LA CARTA  
DE DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA 
UNIÓN EUROPEA A LA LUZ DE LA DIRECTIVA 
(UE) 2024/1260 SOBRE RECUPERACIÓN  
Y DECOMISO DE ACTIVOS

La lucha contra la criminalidad medioambiental, considerándola 
una forma de criminalidad económica y transnacional requiere de la 
reflexión de la estrategia del derecho penal en materia de seguridad 
y los límites a los que debe quedar sujeta la potestad de los poderes 
públicos. El respeto al Estado de derecho, en tanto es uno de los valo-
res reconocidos en el art. 2 del Tratado de la Unión Europea, requiere 

71  Noguera Vercher (2020: 227).
72  Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, 

de 23 de noviembre, del Código Penal. BOE núm. 152, de 23 de junio de 2010.
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un necesario equilibrio entre libertad y seguridad, sin que, en ningún 
momento ante una irrenunciable seguridad, suponga un menoscabo de 
los derechos y garantías de los ciudadanos 73.

La solidez de la arquitectura garantista de los derechos fundamen-
tales contrasta, sin embargo, con algunos excesos del legislador que 
ponen en riesgo el imperio del Estado de derecho a favor de la seguri-
dad 74. Es en el sistema penal y los instrumentos procesales al uso frente 
a la lucha contra la delincuencia moderna, donde podemos evidenciar 
algunos excesos justificados en el interés del Estado en la efectividad 
en la lucha contra el ámbito delictivo lo que origina conflictos con 
los derechos de los investigados. La nueva directiva sobre decomiso 
es un ejemplo de este exceso legislativo justificado por pretender dar 
cobertura a los nuevos mercados criminales en los que más allá de las 
ganancias ilícitas, aparecen nuevos bienes e instrumentos del delito que 
deben quedar cubiertos por las herramientas de decomiso existente, 
fundado en la mera sospecha. La aplicabilidad de la Directiva supone 
una cierta flexibilización de la investigación en la que se facilita el 
recurso al decomiso en una constante y evolucionada restricción de 
los principios básicos que rigen el tradicional funcionamiento tanto 
del Derecho penal como procesal penal 75. La experiencia en la aplica-
ción del decomiso tiene que ser debidamente reflexionada, pues no se 
puede combatir a toda costa los mercados de la criminalidad medioam-
biental como una forma de delincuencia grave a partir de la Directiva 
(UE) 2024/1203 relativa a la protección del medio ambiente, olvidando 
las garantías y derechos procesales 76.

Son muchas las cuestiones del decomiso que tensionan el actual 
sistema de garantías procesales. A lo largo de las próximas páginas 
abordaremos el sistema de indicios establecido para el decomiso que 
generan una política de decomiso total en la lucha contra el crimen 
y el lucro económico, afectando a los derechos y garantías procesa-
les básicas sobre todo a partir de la entrada en vigor de la Directiva 
(UE) 2024/1260 sobre recuperación y decomiso de activos.

En este sentido, la Directiva  2024/1260 afecta a los derechos 
personales no solo de los sospechosos o acusados, sino también de 
terceros no procesados al igual que lo venía haciendo su predecesora 
la Directiva 2014/42/UE 77. Bajo este marco, es coherente el necesario 
esfuerzo por establecer un sistema de derechos y garantías que aseguren 
la protección de los derechos fundamentales de todos los afectados, 
sobre todo el derecho a la tutela judicial efectiva, a un juicio justo y el 

73  Sanz Hermida (2021: 24).
74  Ferrajoli (1995: 851).
75  Portilla Contreras (2004: 50).
76  De Pablo Serrano (2023: 252).
77  Garrido Carrillo (2021: 56); Garrido Carrillo (2018: 493).
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derecho a la presunción de inocencia que imperan en la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, junto a todo el entra-
mado normativo que conforma el estatuto procesal del investigado en 
la Unión Europea 78. A su vez, la Directiva 2024/1260 establece que la 
misma deberá interpretarse de conformidad con la jurisprudencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos y con la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, siendo imprescindible garantizar 
los derechos antes mencionados positivizados en los arts. 47 y 48 de 
la Carta.

La problemática fundamental sobre la que recae la aplicabilidad 
del decomiso desde la incorporación del decomiso ampliado. Es decir, 
desde que se instauró una política de decomiso total que con la Di-
rectiva 2024/1260, se sustenta en el hecho de que los bienes o efectos 
decomisados provienen de otras actividades ilícitas o no del sujeto, 
condenado o no, a partir de un sistema de presunciones con hechos 
delictivos pero que no han sido objeto de prueba plena en el proceso 
en el que se ordena el decomiso. Una regulación legal que como po-
demos intuir vulnera los derechos y garantías a los que debe quedar 
sometido el decomiso en virtud de una interpretación de conformidad 
con la Carta 79.

4.1.	 Los derechos fundamentales vinculados al valor «Justicia»

El respeto por los derechos fundamentales constituye una de las 
señas de identidad del Espacio de Libertad, Seguridad y Justicia. De ahí 
la elaboración de un catálogo en el que se recogieran los derechos fun-
damentales de los ciudadanos europeos semejante a los contenidos en 
el Convenio Europeo de Derechos Humanos. La elaboración de la Carta 
de Derechos Fundamentales (CDFUE o la Carta) en el año 2000 en 
Niza dota a la Unión Europea de este catálogo de derechos subjetivos 80. 
La Carta se conformó como un instrumento jurídicamente vinculante 
para las instituciones, los órganos y organismos de la Unión, así como 
para los Estados miembros al aplicar el derecho de la Unión, de modo 
que los ciudadanos estuvieran dotados de verdaderos derechos funda-
mentales jurídicamente vinculantes a partir del art. 6 TUE por el que se 
reconoce a la Carta el mismo valor que a los Tratados, armonizándose 
entre los instrumentos de derecho originario de la Unión Europea.

Respecto de su contenido, centrándonos en el título vi dedicado a 
los derechos vinculados a la Justicia, allí se garantizan los derechos a 

78  Vicario Pérez (2024: 7‑9).
79  Considerando décimo de la Directiva (UE) 2024/1260 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 24 de abril de 2024, sobre recuperación y decomiso de activos.
80  Arangüena Fanego (2023: 516).
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la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial, la presunción de ino-
cencia, los derechos de la defensa, los principios de legalidad y propor-
cionalidad de los delitos y de las penas, y el derecho a no ser juzgado o 
condenado dos veces por la misma infracción o ne bis in idem.

El primero de los derechos reconocidos, en el art. 47 CDFUE «De-
recho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial», dentro del 
cual se incluyen las garantías generales o derechos relacionados con 
el debido proceso que se atribuyen a las distintas partes que pueden 
intervenir en todo tipo de procesos. Se consagra, de esta manera, la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia que ya había afirmado dicho 
derecho, como un principio general del Derecho de la Unión en el 
asunto Johnston (222/84) 81.

Además, se reconocen derechos que conciernen de manera específica 
al acusado. El art. 48 CDFUE garantiza el derecho a la presunción de 
inocencia, así como el derecho a no declarar contra uno mismo y a no 
confesarse culpable bajo la cláusula de los derechos de la defensa. Tam-
bién vinculado al sujeto pasivo del proceso penal, el artículo de cierre 
del título vi, reconoce un último derecho, el ne bis in idem del art. 50.

Finalmente, el art. 49 CDFUE consagra dos principios: el principio 
de legalidad y proporcionalidad de los delitos y penas.

Estos derechos y principios recogidos, dotados de eficacia directa 
permiten reforzar la cooperación judicial entre los Estados miembros, 
cristalizando la seguridad jurídica necesaria para la confianza mutua 
integrados en un instrumento que sin constituir un texto internacional 
al uso ni tampoco un documento constitucional nacional, la Carta 
pretende combinar las propiedades de ambos tipos de instrumentos 
normativos 82.

4.2.	 El decomiso en la Directiva 2024/1260 sobre recuperación y 
decomiso de activos y las posibles vulneraciones al título vi 
de la Carta de Derechos Fundamentales

La reforma del decomiso llevada a cabo por la Directiva 2024/1260 
da cuenta de la evolución de las diversas formas de delincuencia o la 
vinculación a nuevos patrones criminales que han puesto de manifiesto 
el interés de privar a quienes cometían delitos de aquellos elementos 
con los que los cometían o podían cometerlos 83. Esto ha justificado que 
en el devenir del uso del instrumento del decomiso se haya sustituido 
la finalidad retributiva con la que fue concebido el decomiso, por la 

81  Mangas Martín (2008: 11).
82  Arzoz Santisteban (2019: 359).
83  Garrido Carrillo (2021: 58).
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finalidad preventiva. Su utilización ha ido ampliándose hasta culminar 
en una política de decomiso total. El decomiso viene a ser concebido 
como la privación definitiva de un bien por un órgano jurisdiccional en 
relación con una infracción penal. Lo que implica que el sujeto afectado 
pierda la titularidad del bien. Dadas las múltiples variantes del deco-
miso, va a recaer tanto sobre los efectos provenientes del delito, como 
sobre los bienes, medios o instrumentos con los que se haya preparado 
o ejecutado, así como sobre las ganancias derivadas del delito cometi-
do, o sobre el fruto de su transformación. Es decir, el decomiso, bajo 
una finalidad preventiva pretende no solo evitar que el sujeto tenga en 
su poder medios para cometer delitos, sino también que no se produzca 
el enriquecimiento ilícito asociado al delito que lo conviertan en una 
actividad rentable, para su autor, otros partícipes en el delito o terceras 
personas relacionadas con él.

Ahora bien, la aplicabilidad del decomiso debe llevarse a cabo 
con el máximo respeto de los derechos y garantías procedimentales 
que están en el centro de la tutela judicial efectiva con la necesaria 
prueba de los hechos. En la regulación del decomiso por la Directi-
va 2024/1260 podemos distinguir las siguientes modalidades: decomiso 
directo y decomiso por valor equivalente o por sustitución, decomiso 
de bienes de terceros, decomiso ampliado, decomiso no basado en 
sentencia condenatoria y el decomiso de patrimonio no explicado 
vinculado a comportamientos delictivos. Pasaremos a continuación a 
analizar de manera sucinta alguno de los cambios que introduce la Di-
rectiva 2024/1260 ante las modalidades más conflictivas de decomiso 
junto a la incorporación de una nueva modalidad desde la perspectiva 
de una posible vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva y a 
la presunción de inocencia.

4.2.1.	 Decomiso ampliado

El elemento caracterizador de esta modalidad es el decomiso de 
bienes que no han sido objeto de prueba plena en el proceso en el que 
se ordena el decomiso y provienen de otras actividades ilícitas del 
sujeto que ha sido condenado, distintas a los hechos por los que se 
le condena. Es decir, se prescinde del nexo entre el delito objeto de 
condena y los bienes que se decomisan, cuyo único fundamento es la 
presencia de indicios tales como que el valor de los bienes no guarde 
proporción con los ingresos ilícitos de la persona, ante la dificultad de 
conecta la titularidad de los bienes del hecho objeto de condena y las 
personas encausadas.

Esta modalidad de decomiso aparece regulada en el art. 14 de la 
Directiva y ligada al considerando 29.
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4.2.2.	 Decomiso no basado en sentencia condenatoria

El decomiso no basado en condena contemplado en el art. 15 de 
la Directiva 2024/1260 podría encuadrarse como la modalidad de de-
comiso que más choca con el respeto de los derechos fundamentales. 
En particular, la ausencia de una condena penal plantea cuestiones 
relacionadas con el derecho a un juicio justo, la tutela judicial efectiva 
y la presunción de inocencia, en la medida en la que esta modalidad 
de decomiso permite el decomiso de instrumentos, productos o bienes 
que se hayan transferido a terceros cuando se hayan incoado procesos 
penales que no hayan podido continuar debido a la enfermedad de la 
persona sospechosa o acusada; la fuga de las persona sospechosa o 
acusada; el fallecimiento de la persona sospechosa o acusada; o que el 
plazo de prescripción de la infracción penal correspondiente establecido 
por el Derecho nacional siendo inferior a quince años hubiera expirado 
después de la incoación del proceso penal. O, aun cuando no se han 
dado estas circunstancias, el proceso penal correspondiente hubiera 
podido conducir a una condena penal, al menos en relación con los 
delitos que puedan dar lugar, directa o indirectamente, a un beneficio 
económico sustancial, y a su vez, el órgano jurisdiccional nacional haya 
considerado que los bienes que deban decomisarse bien proceden de 
la infracción penal en cuestión o están directa o indirectamente rela-
cionados con esta.

4.2.3.	 Decomiso de patrimonio no explicado  
vinculado a comportamientos delictivos

La Directiva 2024/1260 incorpora en el art. 16 incorpora una moda-
lidad de decomiso que permite el decomiso de bienes identificados en 
el contexto de una investigación en relación con una infracción penal 
cuando el órgano jurisdiccional nacional haya resuelto que proceden 
de comportamientos delictivos que como mínimo puedan dar lugar 
directa o indirectamente a una ventaja económica sustancial y hayan 
decomisado en el marco de una organización delictiva. Deben concurrir 
una serie de circunstancias para determinar si se deben decomisar los 
bienes; en primer lugar, el valor de los bienes debe ser muy despro-
porcionado con respecto a los ingresos ilícitos de la persona afectada; 
en segundo lugar, los bienes deben carecer de una procedencia lícita 
verosímil; y, finalmente, la persona afectada debe estar vinculada a 
personas vinculadas a su vez a una organización delictiva.

Bajo esta modalidad de decomiso, la conexión de los bienes con el 
comportamiento delictivo queda totalmente diluida en la medida en la 
que la prueba del origen ilícito de los bienes decomisados no precisa 
que el tribunal se haya formado una convicción suficiente acerca de la 
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vinculación entre el bien y el delito, debiendo basarse en presunciones 
judiciales. Es decir, supone dar cabida a que el tribunal considere como 
cierto un hecho que no es objeto de prueba directa por estar convencido 
de la certeza de otro hecho o de otros hechos, con los que existe un 
enlace directo o indirecto 84.

La justificación de la introducción del nuevo modelo de decomiso 
la encontramos en el considerando número 28. En este se expone las 
grandes dificultades intrínsecas para rastrear los bienes hasta delitos 
específicos en aquellos casos en los que el propietario de los bienes 
estuviera involucrado en actividades de delincuencia organizada, y 
como consecuencia se obtengan beneficios sustanciales 85.

Es inevitable pensar que la tradicional consideración de decomiso 
como una consecuencia jurídica del delito, ya no resulta compatible 
con sus modalidades, especialmente con el decomiso de patrimonio no 
explicado vinculado a comportamientos delictivos. Si son la consecuen-
cia jurídica de una conducta típicamente antijurídica, pero sin existir 
el requisito de la culpabilidad 86. En definitiva, un sistema de decomiso 
fundamentado en indicios y presunciones aleja de cohesión su trata-
miento jurídico como consecuencia jurídica del delito para pasar a ser 
una privación de bienes sin mayor argumentación técnica que supone 
la ausencia total de equilibrio entre la respuesta adecuada al delito y el 
respeto a los derechos fundamentales.

El legislador introduce esta nueva modalidad de decomiso para 
aquellos supuestos en los que no sea posible llevar a cabo la privación 
de bienes bajo la modalidad del decomiso ordinario, decomiso de valor, 
decomiso de terceros y decomiso ampliado. Además, se reserva una 
suerte de garantías en tanto en cuanto solo se permite llevar a cabo el 
decomiso cuando el órgano jurisdiccional nacional esté convencido 
de que los bienes en cuestión proceden de actividades delictivas. Una 
conclusión que deberá basarse en una apreciación global de todas las 
circunstancias del caso, sobre todo respecto del valor del bien en la 
medida en la que sea un valor desproporcionado con respecto a los 
ingresos legales del que es el titular de los bienes. Junto a ello, al 
igual que introdujo en la redacción del decomiso ampliado, prevé que 
los Estados deban velar por el respeto a los derechos de defensa de la 
persona afectada. Para ello establece que se deba dar acceso al expe-
diente y se reconozca el derecho a ser oído en cuestiones de hecho y 
de derecho. Es decir, que los Estados miembros, antes de que el órga-
no jurisdiccional dicte una resolución, deben estipular y garantizar al 
titular de los bienes la posibilidad efectiva de demostrar que el bien 
en cuestión procede de actividades lícitas. Una reserva de garantía que 

84  Gascón Inchausti (2006: 7).
85  Maugeri (2024: 44).
86  Carrillo del Teso (2019: 150).
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sin duda incorpora la inversión de la carga de la prueba. En este caso, 
el sujeto pasivo del proceso de decomiso tendría la carga de demostrar 
el origen licito de los bienes que integran su patrimonio, para evitar 
su decomiso 87.

Sin duda, esta modalidad de decomiso afecta sustancialmente a 
los derechos de terceros sospechosos. Por ello, por lo que la Direc-
tiva  2024/1260 contempla, además, garantías específicas y recursos 
judicial que protejan sus derechos fundamentales, en particular los con-
sagrados en los arts. 47 y 48 de la Carta. En este sentido, los terceros 
sospechosos sometidos a un proceso de decomiso deberán ser infor-
mados de dichas medidas y de los motivos para proceder al decomiso. 
Es decir, se requiere la comunicación fundada de la resolución que 
corresponda como sistema que garantice los derechos que se pudieran 
ver afectados. Junto a ello, la Directiva 2024/1260, establece vías de 
recurso efectivas contra las medidas adoptadas. Es decir, consagra que 
la persona cuyos bienes se vean afectados pueda recurrir la resolución 
de decomiso.

Por último, el ámbito de aplicación en materia de delitos se limi-
ta a aquellos que lleven aparejada una pena máxima de privación de 
libertad de al menos cuatro años. Ello implica que tras la entrada en 
vigor de la Directiva (UE) 2024/1203, las conductas medioambientales 
ilícitas se incorporan al ámbito de aplicación de un decomiso de bienes 
que directa o indirectamente pueda dar lugar a una ventaja económica 
sustancial y hayan sido bienes que deriven de infracciones penales, 
anteriores, cometidas en el marco de una organización criminal. Lo 
que, inevitablemente vulnera el derecho a no ser juzgado o condenado 
penalmente dos veces por la misma infracción consagrado en el art. 50 
de la Carta de, en el que se ve materializado el principio ne bis in idem.

5.	 CONCLUSIONES

La tendencia amplificadora del uso del decomiso en detrimento 
de las garantías y derechos procesales consagrados en la Carta de 
Derechos Fundamentales podría llegar a inferir sobre el principio de 
reconocimiento mutuo que rige como base sobre la que se sustenta la 
cooperación judicial penal en el diseño del Espacio de Libertad, Seguri-
dad y Justicia. La armonización de las diversas tipologías de decomiso 
cada vez más restrictivas para con los derechos fundamentales, puede 
erosionar la confianza mutua necesaria para la puesta en marcha del 
sistema de cooperación judicial penal.

87  Gascón Inchausti (2006: 8).
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El respeto por los derechos fundamentales ha permitido el recono-
cimiento de las resoluciones judiciales adoptadas en sistemas jurídicos 
que, aunque parten de bases, garantías y normas comunes, siguen sien-
do diferentes. Estas bases jurídicas comunes que parten del respeto a 
los derechos fundamentales materializados en la Carta son las que han 
permitido formular el principio de confianza mutua. En este sentido, la 
predisposición del legislador europeo en materia de decomiso suscita 
desconfianza en lo que respecta al cumplimiento de los parámetros 
del sistema de derechos y garantías penales y procesales de la Unión 
Europea.

El decomiso como instrumento clave en la estrategia de privación 
de bienes procedentes del delito ha dado paso a una regulación que ge-
neraliza su uso a nuevas formas delictivas que no tienen por qué tener 
su leitmotiv en la consecución de un lucro económico. Este puede ser 
el caso de la ampliación de su ámbito material hacia las conductas por 
las que se cometen delitos medioambientales, más allá de las que se 
cometen en consonancia con el crimen organizado. En este marco, la 
arquitectura jurídica del decomiso no puede quedar al margen de sus 
implicaciones preventivas, generales y específicas.

El mercado medioambiental se ha posicionado como uno de los 
mercados ilícitos más lucrativos que existen en el espacio europeo en 
la actualidad. Los delitos medioambientales derivan su ilicitud de la 
normativa administrativa, lo que dificulta la prueba del lucro ilícito en 
un supuesto proceso de decomiso. Lo que supone, por consiguiente, la 
reducción de garantías procesales ante el fomento de las formas de de-
comiso más agresivas desde una finalidad utilitarista del Derecho penal.
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